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Resumen 

 

Dentro de las investigaciones por delitos contra la libertad sexual de estudiantes, en 

virtud del artículo 297 y 298 del Código Procesal Penal, el fiscal está facultado para 

solicitar la suspensión en el ejercicio del cargo del imputado, a fin de proteger a la 

víctima mientras duren las investigaciones, prevaleciendo el principio del interés 

superior del niño sobre el derecho al trabajo del agresor; por tanto, esta investigación 

tiene como objetivo general determinar la utilidad de tal medida de coerción por 

tratarse de delitos sexuales que tienen como sujeto pasivo a estudiantes. Las 

entrevistas aplicadas a fiscales y abogados litigantes, sumando a ello, el análisis 

documental de las carpetas fiscales pertenecientes a la Fiscalía Penal Corporativa de 

Mariscal Cáceres; permitieron obtener como resultado que esta medida de coerción 

no es solicitada por los titulares de la acción penal a pesar de considerarla útil y 

necesaria para reducir o eliminar el riesgo que dentro de la institución educativa, la 

víctima pueda ser convencida o amenazada para no colaborar con las investigaciones, 

así como evitar la reiteración delictiva.  

 

Palabras clave: suspensión de derechos, víctima, reiteración delictiva, agresor, 

interés superior del niño. 
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Abstract 

 

Within the investigations for crimes against the sexual freedom of students, by virtue of 

articles 297 and 298 of the Code of Criminal Procedure, the prosecutor is empowered 

to request the suspension in the exercise of the position of the accused, in order to 

protect the victim while they last. investigations, prevailing the principle of the best 

interests of the child over the aggressor's right to work; Therefore, this research has 

the general objective of determining the usefulness of such a measure of coercion for 

dealing with sexual crimes that have students as passive subjects. The interviews 

applied to prosecutors and trial lawyers, adding to this, the documentary analysis of the 

tax files belonging to the Corporate Criminal Prosecutor's Office of Mariscal Cáceres; 

allowed to obtain as a result that this measure of coercion is not requested by the 

holders of the criminal action despite considering it useful and necessary to reduce or 

eliminate the risk that within the educational institution, the victim may be convinced or 

threatened not to collaborate with investigations, as well as to avoid criminal repetition. 

 

Keywords: suspension of rights, victim, criminal reiteration, aggressor, best interests 

of the child. 
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I. INTRODUCCIÓN 

En el Código Procesal Penal se han contemplado diversas medidas coercitivas, entre 

las menos restrictivas se encuentra la suspensión preventiva de derechos, tratándose 

de denuncias por acoso, chantaje, violación, tocamientos y otros, cometidos en agravio 

de estudiantes por parte de directores, docentes, auxiliares de educación y personal 

administrativo, no se evidencia que los Fiscales a cargo de las investigaciones soliciten 

dicha medida coercitiva en su clasificación de suspensión temporal en el ejercicio del 

cargo. 

La suspensión de derechos no es muy relevante para los fiscales que investigan delitos 

contra la libertad sexual de estudiantes, a pesar de que tiene una función tuitiva, es 

decir, evitar la reiteración delictiva; aunado a ello, tratándose de menores de edad, 

deben tener una consideración especial al "interés superior del niño" cuando les 

corresponda adoptar una decisión en relación a ellos, en mérito a tal principio toda 

autoridad está obligada a priorizar los derechos de los estudiantes víctimas de delitos 

sexuales por parte de trabajadores de la institución educativa donde estudian. 

Los fiscales están habilitados legalmente para solicitar al juez de investigación 

preparatoria que se suspenda el derecho del imputado a ejercer el cargo que venía 

desempeñando en el centro educativo donde estudia su víctima, la misma que para ser 

aprobada debe cumplir con los presupuestos del artículo 297 del Código Procesal Penal. 

Sin embargo, no lo hacen, lo que conlleva a dejar en desprotección a la víctima, ya 

que mientras se realizan las investigaciones en sede fiscal y administrativa, debe 

compartir espacios en su centro educativo con su agresor, donde pueden ser pasibles 

de represalias por haber denunciado, o volver a vulnerarse su libertad sexual.  

En ese contexto, se plantea el siguiente problema: ¿La omisión del fiscal trae como 

consecuencia la desprotección de la víctima en su centro de estudios?; ya que, cuando 

el fiscal no solicita la suspensión temporal en el ejercicio del cargo, expone a la víctima 

en su centro educativo, a ser amenazada o convencida para no colaborar con las 

investigaciones, incluso a sufrir nuevas vulneraciones de su libertad sexual. 

La medida de suspensión de derechos se debe aplicar en función al principio del 

interés superior del niño, porque resulta necesaria para proteger a la víctima, que en 
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el caso materia de investigación son menores de edad que han resultado vulnerados 

sexualmente por un director, profesor, auxiliar de educación o personal administrativo; 

situación por la que el titular de la acción penal debe requerir al juez tal medida 

coercitiva, que incluso respecto a otras medidas coercitivas resulta menos lesiva, y 

que en determinado espacio impide que se propicien situaciones que pongan en riesgo 

a la víctima. En razón a ello, se ha plateado como objetivo general: Determinar la 

utilidad de la suspensión temporal en el ejercicio del cargo por delitos contra la libertad 

sexual de estudiantes, en cambio como objetivos específicos tenemos: i) Evaluar la 

prevalencia del interés superior del niño frente al derecho al trabajo de los presuntos 

agresores, y ii) Analizar la procedencia de la suspensión temporal en el ejercicio del 

cargo en diligencias preliminares. 

Esta investigación es importante porque en ella se evidencia que la suspensión 

temporal en el cargo es una medida útil y necesaria para proteger a la víctima, ya que 

evita que en su centro educativo pueda sufrir amenazas o represalias por parte de su 

agresor; así como también ser pasible de nuevas conductas contra su libertad sexual. 

Se pretende evidenciar que es necesario activar estos mecanismos, por tratarse de 

menores de edad que son víctimas de conductas que transgreden sus derechos, como 

son el derecho a la libertad sexual, cometidos en el ámbito educativo contra 

estudiantes, por lo que, es necesario que se solicite la suspensión de derechos de 

manera temporal, sin implicar la determinación de la culpabilidad del imputado, porque 

éste goza de presunción de inocencia; incluso que dicha medida pueda requerirse 

desde las diligencias preliminares cuando existan suficientes elementos que permitan 

tener convicción sobre la responsabilidad del investigado, y el peligro concreto de que 

el investigado obstaculizará la averiguación de la verdad o para evitar la reiteración 

delictiva.  

Se planteó como hipótesis general: La suspensión temporal en el ejercicio del cargo 

por delitos contra la libertad sexual de estudiantes, es útil y necesaria para evitar la 

obstaculización de la averiguación de la verdad y la reiteración delictiva; y como 

hipótesis específicas tenemos: i) El fiscal debe solicitar la suspensión temporal en el 

ejercicio del cargo en aplicación del principio del interés superior de niño; ii) Procede 

solicitar la suspensión temporal en el ejercicio del cargo de trabajadores del ámbito 
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educativo por delitos contra la libertad sexual de estudiantes, en diligencias 

preliminares. 

Para la presente investigación se ha considerado las siguientes categorías: 

Suspensión de derechos, delitos contra la libertad sexual, reiteración delictiva; además 

como subcategorías tenemos: peligro concreto, elementos probatorios, violación 

sexual, tocamientos, acoso sexual, chantaje sexual, interés superior del niño, derecho 

al trabajo y protección de la víctima. 

Además, se consideró la investigación de tipo no experimental, con enfoque cualitativo, 

ya que no se altera las categorías o contextos en base a las cuales se aplicaron los 

instrumentos de recolección de datos, con el fin de investigar opiniones y 

comportamientos tanto de fiscales y abogados litigantes. Respecto al diseño de 

investigación es descriptivo y crítico, observó y describió la actuación de los fiscales a 

cargo de la investigación de delitos contra la libertad sexual de estudiantes. 
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II. MARCO TEÓRICO 

Al mencionar actos delictivos en contra de la libertad sexual, nos referimos a conductas 

que constituyen actividades sexuales o aquellos actos que se vinculan con el aspecto 

sexual, las cuales se subsumen en tipos penales. Para Mejía et al (2015) la actividad 

o acto sexual se define como el coito u otra manera por el cual el agresor se gratifica 

sexualmente. Existen legislaciones en las que conocen al delito de violación como el 

acto sexual que consiste en el coito, es decir, cuando el pene en erección penetra la 

vagina, además en otros países incluyen a la penetración rectal y bucal; incluso en 

diferentes códigos al acto sexual diferente del coito lo denominan atentado contra el 

pudor o abuso deshonesto. (p. 21 – 23) 

Rodríguez (2020) realizó un trabajo de investigación con el objetivo de evaluar la 

problemática en la instrucción y también el juicio de delitos sexuales como la 

victimización secundaria y las deficiencias en la investigación, explica que, tratándose 

de estos delitos, los agresores no son detenidos, son escasas las ocasiones en las 

que se solicita prisión preventiva, apenas se ordena el alejamiento, con lo que no es 

suficiente. (p. 133) 

Gaudry (2018) señala que antes de la evaluación de cualquier daño, se recomienda 

una exhaustiva investigación objetiva con metodología científica sobre la credibilidad 

del testimonio de los menores para confirmar o descartar la posibilidad de la 

victimización del delito de abuso sexual infantil y así, determinar si es pertinente 

considerar las medidas apropiadas para su protección o si está siendo víctima de 

inducción de falso testimonio. (p. 193) 

Por otro lado, Blanco y Rojas (2021) afirman que quienes sufren por delitos sexuales 

no los reconocen como tales, porque la población en general se inicia sexualmente a 

edades cada vez más tempranas, de forma tal que las relaciones abusivas se 

encuentran normalizadas, en tanto permiten validar la masculinidad del agresor. (p. 

20) 

Respecto a los delitos contra la libertad sexual, Apaza et al (2019) refieren que existe 
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una desigualdad de poder cuando se trata de abuso sexual infantil, ya que la persona 

adulta presenta postura preponderante contra la dependencia y vulnerabilidad del niño, 

ya que este último no es maduro emocionalmente y cognitivamente para presentar 

defensa ante un agresor. (p. 55) 

Por otro lado, algunos estudiosos como Navarro et al (2016) refiriéndose al acoso 

sexual explican que existen dos diferentes formas, uno es aquel denominado por la 

jurisprudencia o doctrina como extorsión sexual generado por una persona que se 

constituye en jerárquico superior, es decir un ser humano con poder, el cual a otra 

persona hace una solicitud de favor sexual principalmente en coyuntura subordinada, 

condicionado a esta persona beneficios o decisiones que podrían alterarla académica 

o laboralmente; en cambio, el acoso sexual de tipo ambiental es la conducta que 

genera un ambiente laboral humillante, hostil o intimidatorio para aquella persona que 

resulta ser objeto del acoso, el mismo que puede ser ejercido por personas superiores.  

(p. 372) 

Según Gutiérrez, M. (2021) son las niñas y adolescentes las principales afectadas por 

la violación sexual, de los cuales de 3 víctimas y 1 es menor de 14 años, 

encontrándose entre 10 a 13 años el rango del riesgo de actos delictivos de violación. 

Es así que, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables entre los años 2017 y 

2018 reportó la cantidad de menores de 14 años que fueron objeto sexual fue de 4,943 

niñas, cuyos agresores principalmente fueron personas del círculo familiar, vecinos y 

hasta docentes, personas que presentaron poder y confianza sobre las féminas. Por 

otro lado, del 2015 al 2018 se destituyeron un total de 160 docentes de la carrera 

magisterial debido a que por medio del Sistema Informático de Monitoreo de 

Expedientes (SIMEX) del Ministerio de Educación fueron registrados en total 1,065 

casos delictivos de violencia sexual, llevado a cabo por los docentes. (p. 5) 

Por lo que, para Fontarigo et al (2018) son los docentes los obligados a buscar y 

promover que no se vulnere la integridad del estudiante, por el conocimiento que 

obtiene de relacionarse con cada uno de sus alumnos, principalmente por los 

conocimientos que tiene de la infancia; en ese sentido el centro educativo se puede 
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considerar como un entorno privilegiado para diagnosticar e intervenir cuando algún 

niño o niña y adolescente sufra o esté en riesgo de padecer estos abusos. Sin 

embargo, muchas veces son los profesores quienes se convierten en los agresores; 

por ello, indican que el abuso ocasionado por el docente hacia el estudiante resulta de 

interés particular, el cual necesita ser abordado con la debida atención; ya que es 

frecuente que el agresor no asuma su responsabilidad, por el contrario justifica o culpa 

a la víctima, sorprendentemente se definen como personas que tienden a reaccionar 

al ser provocados, y así identifican al victimario como la persona que genera el acto 

delictivo; incluso otras personas responsabilizan a la víctima por haber por haber 

adoptado cierta conducta. Además, aduce que penalizar al responsable reducirá la 

incidencia de violaciones hacia los derechos de la humanidad, debido a que la 

impunidad contribuye a la práctica irrespetuosa de la integridad y dignidad de los 

victimarios de hostigamiento y acoso. (p. 50) 

Resulta necesario evitar que ocurran situaciones como lo señalado por Aguirre, L. 

(2017) en el que la agraviada era menor de edad y alumna del acusado, no regresó a 

clases por los supuestos actos contra el pudor que sufría por parte del docente, ya 

que, el fiscal a cargo no logró que se practique el examen médico legal del victimario, 

también por parte del imputado la prueba psicológica, además de otros aspectos más, 

con los cuales no fue posible atribuir responsabilidad a la persona imputada. (p. 101 y 

102) 

Además, Cabezas (2019) también explica que la impunidad puede generarse por la 

falta de conocimiento del menor del contenido ofensivo del actual o también por las 

coacciones, amenazas u otras presiones llevadas a cabo por el que cometió el delito, 

los familiares del victimario o también por el acto silencioso de los apoderaros y otras 

personas del círculo del menor con tal de protegerlo. (p. 277) 

Respecto a la necesidad de proteger a la víctima, Calderón (2016) señala que, la 

medida busca lograr restringir los derechos del inculpado debido a que puede haber 

peligro de fuga, lo que constituye la aplicación de estrategias preventivas que suscitan 

menor discusión. Pero algunos autores afirman que una medida de coerción puede ser 
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fundada al existir peligros que atentan contra la seguridad e integridad de la víctima. 

(p. 277) 

Maldonado (2020) refiere que, con respecto a los límites de los derechos, existe la 

Teoría que da a conocer los límites externos que es llamada teoría de la legitimidad 

de las restricciones, la cual sustenta que los derechos son definidos desde fuera, en 

un primer momento en que aparecen ciertos derechos, aún no limitados, y en un 

segundo momento donde los derechos resultan encontrarse definidos o delimitados. 

La Teoría de los límites plantea que no son ilimitados los derechos, ya que deben ser 

concebidos durante su coexistencia, de esta forma las fronteras de los unos son 

establecidos de manera necesaria en concordancia con la frontera de los demás, y no 

resulta que sean ilimitados los derechos, por ende, el trabajo realizado por los 

operadores jurídicos es fijar los límites. En la estructura de los sistemas jurídicos 

modernos, los límites de los derechos, se deben a algunas condicionantes que 

previenen la colisión entre ellos mismos.  (p. 85 - 87) 

Por otro lado, de las Teorías del contenido esencial el mismo autor, señala que la 

Teoría absoluta defiende que cada uno de los derechos tiene un núcleo duro, inmóvil 

y permanente, por lo que, si es posible la ponderación, esto solo puede suceder de 

manera legítima por fuera del “núcleo” de derecho. Para la Teoría relativa cuando una 

intromisión sea ponderada no se afecta el esencial contenido. En cambio, la teoría de 

la inalterabilidad abraza el principio de razonabilidad contemplando que derecho es 

solo aquello justificable a partir de la razón de su esencia. (p. 94 y 95) 

Al margen de lo establecido por la doctrina respecto a la suspensión o restricción de 

derechos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2020), en su cuadernillo de 

Jurisprudencia N° 26, señaló que, tratándose de la suspensión de derechos, existen 

algunos de ellos, cuya suspensión no está permitida bajo ninguna circunstancia como 

el derecho a la vida, integridad de la persona, el derecho al nombre, de los derechos 

del niño, del derecho a la nacionalidad, de los derechos políticos, el principio de 

legalidad y de retroactividad. Por ello, que la suspensión de derechos debe darse 

siempre que existan circunstancias muy especiales que justifiquen la suspensión de 
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algunos derechos, la regla general es que todos deben ser respetados y garantizados, 

sin embargo, existen situaciones en las que se deben sobreponer unos sobre otros 

aplicando la ponderación, ya que, por ser consustanciales al ser humano, lo que se 

impediría sería solo su ejercicio. (p. 140) 

Peñuela (2020) concluye que la suspensión provisional del cargo ordenadas por las 

Contralorías en Colombia, es de naturaleza instrumental y preparatoria del desarrollo 

de la función investigativa disciplinaria, fiscal o penal, por lo que no obstaculizan ni 

viabilizan la sucesión de las etapas de tales procesos.  

Para Cáceres (2017) desde la perspectiva del principio proporcional, el análisis de las 

medidas coercitivas requiere una evaluación de los tres sub principios entrelazados de 

forma copulativa entre sí: para el cumplimiento del perseguido fin de la adecuación de 

los medios escogidos existe la necesidad de emplear los medios para dar 

cumplimiento del fin (así es, que no haya otro medio que conduzca al objetivo y que al 

mismo tiempo sacrifique en una medida menor los derechos y principios 

constitucionales alterados por emplear tales medios), y la proporcionalidad en 

dirección estricta entre los medios y el fin, en otras palabras, que los principios más 

importantes constitucionalmente no sean sacrificados por el principio satisfactorio por 

el alcance de tal fin. (p. 21) 

Además, indica que el juez debe desarrollar el proceso de evaluación de suficiencia 

del procedimiento de imputación, principalmente la credibilidad y verosimilitud de 

elementos probatorios y/o indicios. Por ello, las medidas de coerción nacen a partir de 

que la persona imputada resulta ser inocente, motivo por el cual no puede imponerse 

como sanción adelantada o pena la herramienta cautelar, siendo solamente posible 

imponer esta como un mecanismo protector del procedimiento, lo cual permita prevenir 

el peligro de entorpecimiento o de fuga de la actividad probatoria. (p. 30).  

Respecto a las medidas y/o estrategias adaptativas para la protección de la víctima, 

se debe recurrir a la normatividad aplicable, a fin de respetar los principios que rigen 

dentro de toda investigación y proceso judicial; de manera similar Gaona (2017) hace 
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referencia a las medidas cautelares que se pueden dictar contra el imputado, 

precisando que en virtud del Principio de Legalidad solo proceden aquellas autorizadas 

por el código procesal penal, también debe observarse que debido al Principio de 

Excepcionalidad las medidas  de prevención deben ser impuestas a través de 

resoluciones  judiciales fundadas  y  absolutamente duran  el periodo  indispensable  

para  solventar lo suficiente para su  implementación, pues el juicio penal debe seguir 

sin que sea necesario una acción cautelar  (personal  o  real); por ello, sea cual sea el 

carácter la resolución que amerita la implementación de medidas cautelares 

claramente debe dar a conocer las razones del derecho y hecho que genera la 

aplicación de las medidas. 

De igual modo, Martínez (2022) menciona que por suspensión se debe entender como 

la privación en el cargo, la cual es recuperable cuando concluya la medida porque no 

configura la privación indefinida en el mismo. (p. 495). De manera similar se observa 

en los procesos disciplinarios con las medidas cautelares, como señala Lovatón (2020) 

los objetivos son variados y amplios ya que normalmente se admite y se aplica para 

garantizar los procedimientos de la investigación y también para aplicación de los 

resultados, se puede sostener que su aplicación, si bien es una potestad 

innegablemente, se debe aplicar cuando los presupuestos o requisitos que los 

justifican se cumplan claramente, es así que el investigado puede ser suspendido por 

derecho del órgano disciplinario, teniendo en cuenta que los daños y riesgos que se 

ponen en juego al no aplicarse la suspensión son demasiados. (p. 173) 

De igual modo Ospina, S. (2020), explica que la suspensión no involucra la terminación 

de la relación laboral, ya que se caracteriza por ser temporal y causal, porque no es 

definitivo, pero si proporcional a lo que lo origina. (p. 27) 

Para Rodríguez (2019) a los derechos se otorga preponderancia internacionalmente, 

buscando que no se disminuya la actividad de aquellos derechos que resultan ser 

inherentes para el ser humano, también concibe la posibilidad de que en caso existan 

motivos para limitarlos, se debe hacer conforme al procedimiento regulado en la ley. 

(p. 91).  
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Los derechos que por algunas razones no pueden ser suspendidos, pero de manera 

indirecta proporciona un indicio importante: restricción y suspensión que son muy 

próximos, pero se conceptualizan de manera distinta. Para el Derecho español la 

suspensión es distinto a la restricción, pues los derechos no se suspenden, no 

desaparecen, pero si se limitan; de ahí que la suspensión equivale a una habilidad 

genérica para limitar algunos derechos que son fundamentales, siguiendo una serie 

de procedimientos y formalidades establecidas por el Estado como una forma de 

reforzar los controles (Escobar, 2021, p.123). 

Del mismo modo, Mendoza et al (2021) aduce que la motivación y fundamentación de 

la suspensión o restricción del ejercicio de garantías y derechos debe respetar lo 

establecido en la Constitución, al mismo tiempo debe ser equitativo con respecto al 

peligro a que se enfrenta, evidenciando toto el tiempo principios como la racionalidad, 

legalidad, la no discriminación, publicidad, proporcionalidad y la proclamación. Por 

proporcionalidad se entiende que la medida no debe ser exagerada, por lo que, debe 

guardar consonancia con el peligro al que se enfrenta la sociedad. (p.110 y 144) 

Timaná (2019) explica que restringir un derecho solamente tendrá cabida cuando este 

resulte ser imprescindible, en el tiempo y la medida necesario estrictamente, para 

prevenir peligros delictivos reiterativos. Estas medidas deben considerarse aptas 

cualitativamente para lograr las metas propuestas, en otras palabras, adecuadas de 

acuerdo a su naturaleza. Cuando se refiere a la idoneidad implica que las medidas 

sean adecuadas para el cumplimiento de perseguidas durante el proceso, lo cual debe 

ser medido con la sospecha vehemente que se tenga de la parte comitiva de una 

infracción (p. 151 y 152) 

Garro (2016) en su investigación sobre el principio de proporcionalidad explica que, 

para recurrir a la suspensión de derechos es pertinente evaluar la gravedad o nivel de 

la supuesta infracción a fin de afrontarla con la suficiente gravedad de la decisión por 

implantar, las consecuencias sociales y legales, con lo cual sea posible adecuar los 

derechos y principios contrapuestos por la metodología de ponderación, como es el 

caso del sub-principio del principio de proporcionalidad. (p. 453) 
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Para el jurista Del Río, G. (2016) la suspensión preventiva de derechos es una 

excepción de las medidas cautelares de índole personal y patrimonial, debido a que 

cumple una función cautelar, que consiste en evitar que el imputado pueda interferir 

durante la averiguación de la verdad, así también evitar el peligro de que cometerá los 

mismos delitos, es decir una función tuitiva; por lo que concluye que esta medida tiene 

como función impedir la reiteración delictiva. (p. 107 y 108) 

Mañalich (2021) ante un suceso concreto de peligro, señala que queda expuesto el 

bien jurídico a la posibilidad de lesiones no intencionales prevenibles por los 

beneficiarios o por el titular, siempre y cuando no sea vulnerable de ser impedida 

actualmente con la intención de preservar la indemnidad del bien, presentándose esto 

como incontenible los que presentan intereses en preservar el bien. (p. 85) 

En esa línea, Liebel (2015) señala que, en  escenarios que por efectos de  la  

“protección”  conllevan a la restricción o  limitación de derechos particulares, las 

decisiones a considerar deben ser valoradas tomando en cuenta medidas posibles de 

“empoderamiento” que conduzcan al pleno ejercicio sin restricción de los derechos, 

considerando conscientemente que los intereses  de los niños presentan conflictos con 

los derechos e intereses de otros; debido a ello, de caso en caso deben ser resueltos 

los posibles conflictos, considerando la ponderación consensuada de intereses de  los  

involucrados, de tal forma se pueda encontrar compromisos oportunos y adecuados 

(p. 48 y 49) 

Para Rivera (2018) es deber de todos garantizar el bienestar y la protección de los 

niños; no obstante, ciertos derechos deben ser privilegiados con este principio en la 

forma de que sucedan derechos particulares con situaciones de conflicto donde se 

debe contraponer con ciertos intereses colectivos y derechos individuales. 

Considerando de esta forma como principio de garantía que es de obligación para las 

autoridades competentes garantizar la eficiencia de derechos implicados y que a la 

hora de emitir decisiones resulta ser siempre importante, de tal forma que no se 

restrinja ni vulnere algún derecho. (p. 237)  
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Por su parte, Torrecuadrada (2016) explica la definición del principio de interés 

superior del menor que es indeterminado, para ello se debe tomar en consideración 

las distintas necesidades que tiene los niños en función de las circunstancias que a 

cada uno le rodean, como el caso de una víctima de abusos sexuales o escolares, por 

ello, en un caso en concreto, sería el órgano que conoce del asunto especifico el que 

debe ponderar ese interés superior. (p. 140 y 145) 

Por el contrario, Ravetllat (2015) menciona que se concibe el interés superior del niño 

como un derecho individual y también como colectivo, teniendo en cuenta que la 

convención logró la ampliación de la validación del principio de garantía del interés de 

los niños, extendiéndolo a los actos que son adoptados por las diferentes instituciones 

privadas, autoridades e inclusive por guardadores o progenitores. (p. 913) 

Aunado a ello, Medina (2016) explica que es un principio guía – rector el interés 

superior del niño, a través de ello es posible establecer que las poblaciones y gobiernos 

realicen sus esfuerzos máximos para generar las más favorables condiciones con el 

objetivo que los vivan y desarrollen sus potencialidades; resulta inevitable que el total 

de medidas adoptadas por los estados, particularmente aquellas protectoras, debe 

también ser la guía ante la consideración de decisiones privada o públicas, mucho más 

en las sedes judiciales, es por ello que para hacer una justificación como válida no 

basta enunciar solo este principio, sino que resulta pertinente motivar las resoluciones 

judiciales. (p. 151 y 152) 

Siendo así, Acuña (2019) señala que el principio de interés superior del niño no nos 

debe llevar a descender en la equivocación de pensar que la inexactitud en el 

contenido es traducida en la indeterminación al ser aplicado, contrariamente, su 

empleo está delimitado de manera estricta para dar una solución justa y única, que 

resulta de la relación objeto-sujeto, de tipo cognoscitivo, no habiendo el paradigma 

propio de la intersubjetividad. Es ante ello, que la acción de una potestad discrecional 

que facilite la intervención de la persona sentenciada para emplear de forma plural 

acuerdos justos y equitativos no se encuentra autorizado como medio de interpretación 

solucionar actos contenciosos donde se encuentra el interés superior del niño. (p. 27) 
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Asimismo, cuando hacen alusión a elementos que produzcan convicción se refieren a 

que hay medios probatorios necesarios que relacionen al imputado como el principal 

autor de la acción delictiva en proceso de investigación y que, considerando esta 

suficiente probatoria culpable, emerge una elevada que, ante la sentencia inminente 

condenada, el imputado tenga la posibilidad de entorpecer los objetivos del proceso. 

(p. 252) 

En el Perú respecto a la suspensión de derechos, Zevallos (2020) menciona que con 

el Código Procesal Penal se ha incluido en la legislación peruana a la medida 

preventiva de derechos, la misma que se encuentra prevista a partir del artículo 297 

hasta el artículo 301; aunado a ello, el autor en la referida investigación, señala que 

para la suspensión preventiva de derechos, es el Juez quien aprueba o desestima la 

solicitud del fiscal, para lo cual debe verificar que se cumplan con los presupuestos, 

siendo uno de ellos que los delitos deben ser sancionados con pena de inhabilitación, 

se ésta una pena principal o accesoria. 

El Reglamento de la Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial, en el numeral 86.3 

estipula que la separación preventiva termina cuando concluye el proceso 

administrativo disciplinario o proceso judicial, tratándose de docentes la norma 

especial ha previsto  que la suspensión del vínculo laboral puede darse por disposición 

del juez; lo que sucede en la vía administrativa disciplinaria es que con la medida se 

aleja al profesor de la Institución  Educativa pero es puesto a disposición de recursos 

humanos y generalmente realizan actividades administrativas (p. 160). Por lo que, 

generalmente en las áreas u oficinas que son asignados no requieren de ese personal, 

con ello se mantiene la obligación de la entidad de retribuirle económicamente, 

generándose innecesariamente un gastos adicional al Estado, además de que en la 

Institución Educativa se debe generar un presupuesto para coberturar el espacio que 

deja el personal investigado, a pesar que a nivel nacional existe la necesidad de 

atender con docentes, y que por falta de presupuesto no se llega a cubrir las 

necesidades en su totalidad.  
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III. METODOLOGÍA 

3.1. Tipo y diseño de investigación 

El tipo de investigación es no experimental, debido a que no se manipula las 

categorías o contextos, es decir, la investigación se realiza observando el 

fenómeno materia de investigación sin alterarlo. Por su enfoque es cualitativo, se 

utilizó una muestra pequeña para aplicar la Guía de Entrevista y Análisis 

Documental, permitió investigar opiniones y comportamientos tanto de fiscales y 

abogados litigantes.  

El diseño de investigación será descriptivo y crítico, se observará y describirá 

la actuación de los fiscales a cargo de la investigación de delitos contra la libertad 

sexual de estudiantes; y a partir de la reflexión sobre el problema se buscará 

transformar la realidad. 

3.2. Categoría, subcategoría y matriz de categorización  

3.2.1. Categorías 

• Suspensión de derechos 

• Delitos contra la libertad sexual 

• Reiteración delictiva 

3.2.2. Subcategorías 

• Peligro concreto  

• Elementos probatorios 

• Violación sexual 

• Tocamientos 

• Acoso sexual 

• Chantaje sexual 

• Interés Superior del Niño 

• Derecho al trabajo 
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3.2.3. Matriz de categorización  

 

Ámbito 
temático 

Problema de 
investigación 

Formulación del 
problema 

Objetivo 
general 

Objetivos específicos Categorías Subcategorías 

 
 
 
 
 
 
 
Derecho 
procesal 
penal 

El fiscal expone a 
la víctima en su 
centro educativo, 
a ser amenazada 
o convencida para 
no colaborar con 
las 
investigaciones, 
incluso a sufrir 
nuevas 
vulneraciones de 
su libertad sexual, 
cuando no solicita 
la suspensión 
temporal en el 
ejercicio del cargo 
de su agresor. 
 

 
 
 
 
 
¿La omisión del 
fiscal al no solicitar 
la suspensión 
temporal en el 
ejercicio del cargo, 
trae como 
consecuencia la 
desprotección de la 
víctima en su centro 
de estudios? 

 
 
 
Determinar 
la utilidad 
de la 
suspensión 
temporal en 
el ejercicio 
del cargo 
por delitos 
contra la 
libertad 
sexual de 
estudiantes
. 
 

Evaluar la prevalencia del 
interés superior del niño frente 
al derecho al trabajo de los 
agresores. 

 
 
Suspensión 
de derechos 

Elementos 
probatorios 

Peligro concreto 

 
 
Analizar la procedencia de la 
suspensión temporal en el 
ejercicio del cargo en 
diligencias preliminares. 

 
 
 
Delitos contra 
la libertad 
sexual 

Violación sexual 

Tocamientos 

Acoso sexual 

Chantaje sexual 

Reiteración 
delictiva  

Interés superior 
del niño 

Derecho al 
trabajo 

Protección de la 
víctima 
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3.3. Escenario de estudio 

La población objeto de estudio, estará constituida por la Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Mariscal Cáceres, además de abogados litigantes. 

La muestra del estudio estará conformada por 5 fiscales y 10 carpetas 

fiscales pertenecientes a la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Mariscal 

Cáceres, además de 5 abogados litigantes. 

3.4. Participantes 

Los participantes de esta investigación son 5 fiscales de la Fiscalía Penal 

Corporativa de Mariscal Cáceres, a quienes se aplicarán entrevistas para 

determinar si en delitos contra la libertad sexual de estudiantes, solicitaron la 

suspensión temporal en el cargo, además se entrevistará a 5 abogados litigantes. 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  

Para el presente trabajo se utilizará como técnica la entrevista cuyo 

instrumentos será la Guía de Entrevista, la misma que se aplicó a fiscales y 

abogados litigantes, así como la técnica de análisis documental a través de la Guía 

de Análisis Documental aplicado a las carpetas fiscales. 

3.6. Procedimiento 

En el desarrollo de la investigación se realizará la recolección de información 

mediante la aplicación de la técnica de la entrevista y el análisis documental, 

siempre que se cuente con la autorización debida; luego se analizará la información 

obtenida a fin de dar respuesta al problema, cumplir con los objetivos y verificar las 

hipótesis. 

La investigación tiene por finalidad evidenciar la necesidad y utilidad de la 

suspensión preventiva de derechos del personal docente o no docente por delitos 

contra la libertad sexual de estudiantes, a partir de determinar las utilidad de dicha 

medida de coerción, para lo cual se empleará una entrevista a fiscales y abogados 
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litigantes, para encontrar las respuestas a la problemática general y especificas; 

también se recurrirá al análisis documental de determinadas carpetas fiscales, con 

la finalidad de verificar si se solicitó o no tal medida coercitiva. 

3.7. Rigor científico 

Se garantiza el cumplimiento del principio de credibilidad, la información 

corresponderá a la que se recopilará a través de las entrevistas a fiscales, por lo 

que se invocará a los entrevistados que sean honestos con sus respuestas, además 

de realizar el análisis documental en las carpetas fiscales, lo que permitirá que la 

investigación sea transparente. La conformabilidad es una característica de este 

trabajo, porque se ha limitado la excesiva interpretación personal de la autora, 

permitiendo que el resultado sea objetivo basado en la información a recabar a 

través de los instrumentos de recolección de datos. 

3.8. Método de análisis de la información 

Se aplicó el método deductivo, ya que, se arriba a conclusiones específicas 

a partir de premisas generales, buscando dar solución a determinado problema. es 

lo establecido en el Código Procesal Penal y el principio del interés superior del 

niño;   

3.9.  Aspectos éticos 

El presente trabajo de investigación se desarrolló respetando las 

disposiciones establecidas en el Código de Ética en Investigación de la Universidad 

César Vallejo, los derechos de autor de los trabajos (artículos, tesis, libros y otros) 

que serán citados, en algunos casos parafraseados. Lo que se plantea con este 

trabajo, busca mejorar las condiciones en las que estudian los niños, niñas y 

adolescentes víctimas de delitos contra la libertad sexual.  
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

En el presente trabajo de investigación se buscó determinar la utilidad de la medida 

coercitiva prevista como suspensión preventiva de derechos en el Código Procesal 

Penal, en su modalidad de suspensión en el ejercicio del cargo, específicamente por 

delitos contra la libertad sexual de estudiantes; cuyo fin es evitar la reiteración delictiva, 

es decir, que el trabajador de un centro educativo sea suspendido cuando se le impute 

ser autor de algún delito contra la libertad sexual de un menor de edad que estudia en 

el mismo lugar donde labora. 

El artículo 297 del Código Procesal Penal contempla lo referente a dicha medida 

coercitiva, establece que es aprobada por disposición del juez pero solicitada por el 

fiscal, para lo cual se requiere suficientes elementos probatorios y que exista el peligro 

concreto de obstaculización de la averiguación de la verdad o de que se cometan 

hechos similares a los que se investiga; en ese sentido, por los delitos que fueron 

materia de estudio y por la condición de la víctima, se consideró que la clase de 

suspensión de derechos adecuada para estos casos es la prevista en el literal b) del 

artículo 298 del mencionado dispositivo legal, correspondiendo el retiro temporal del 

supuesto agresor del centro educativo mientras dure la investigación penal. 

Resulta necesario resaltar que el Código Procesal Penal admite que tal medida tiene 

como fin evitar la reiteración delictiva en cuanto dure la investigación, siendo su 

naturaleza cautelar a la víctima, aún más por tratarse de delitos sexuales contra 

menores de edad, que pueden verse expuestos a continuar compartiendo espacios 

con su agresor en su centro educativo, donde pueden ser amenazados o convencidos 

para no colaborar con las investigaciones, incluso sufrir los mismos hechos delictivos. 

En ese contexto, se consideró como objetivo general determinar la utilidad de la 

suspensión temporal en el ejercicio del cargo por delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes; a fin de que, en aplicación del principio del interés superior del niño, todo 

fiscal solicite al juez la aprobación de tal medida de coerción para proteger a la víctima 

durante las investigaciones. En tanto, para lograr el objetivo general, se tuvo que 
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cumplir con los siguientes objetivos específicos: - Evaluar la prevalencia del interés 

superior del niño frente al derecho al trabajo de los investigados por delitos contra la 

libertad sexual de estudiantes, en este tipo de investigaciones lo que todo fiscal debe 

buscar es la averiguación de la verdad sin descuidar la protección de la víctima, 

teniendo en cuenta el factor de la edad, se debe priorizar toda medida que le permita 

continuar en el mismo entorno sin alterar las condiciones en las que desarrollaba sus 

actividades; por lo que, el derecho al trabajo del agresor queda relegado a un segundo 

lugar, lo que no debe implicar arbitrariedad. - Analizar la procedencia de la suspensión 

temporal en el ejercicio del cargo en diligencias preliminares, tal medida de coerción 

resulta pertinente porque es útil y puede evitar la reiteración delictiva en la institución 

educativa donde estudia la víctima y trabaja su agresor.  

En primer lugar, se aplicó como instrumento de recolección de datos el “Análisis de 

documentos”, aplicado a diez carpetas fiscales que obran en los diferentes despachos 

de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Mariscal Cáceres relacionadas con 

delitos contra la libertad sexual de estudiantes, en las cuales el imputado es un director, 

profesor o personal administrativo; por lo que, se consideraron datos como carpeta 

fiscal/año, delito, centro de trabajo, cargo del investigado, condición de la víctima  y 

medida coercitiva, según se indica: 

Tabla 1.- Datos de la Guía de Análisis de Documentos 

Datos Explicación 

Carpeta Fiscal Identificar el caso en concreto 

Delito Contextualizar de acuerdo a la investigación 

Centro de trabajo Contextualizar de acuerdo a la investigación 

Cargo del investigado Contextualizar de acuerdo a la investigación 

Condición de la víctima Contextualizar de acuerdo a la investigación 

Medida coercitiva  Verificar la solicitud y aprobación de la medida coercitiva. 

Conclusión Determinar el estado de la investigación o proceso judicial. 

 

Además, con tal instrumento se observó que, de la totalidad de carpetas, las 

modalidades de delitos contra la libertad sexual más suscitadas son actos contra el 
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pudor, en segundo lugar está violación sexual y en tercer lugar se encuentran las 

proposiciones sexuales; pero en ningún caso, se solicitó la suspensión preventiva de 

derechos de los trabajadores involucrados, a pesar que algunos concluyeron con una 

sentencia condenatoria de pena privativa de libertad; no obstante, en otros solicitaron 

prisión preventiva. 

 

En segundo lugar, se aplicó la Guía de Entrevista a los fiscales pertenecientes a la 

jurisdicción de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Mariscal Cáceres y a 

abogados litigantes; quienes respondieron las interrogantes que se formularon para 

alcanzar los objetivos planteados en la investigación, según se puede ver en las 

siguientes tablas: 

Tabla 2.- Preguntas relacionadas al objetivo e hipótesis general 

Preguntas Objetivo General 

1. ¿Resulta pertinente solicitar la suspensión temporal en el 

ejercicio del cargo por delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes? 

 

Determinar la 

utilidad de la 

suspensión 

temporal en el 

ejercicio del cargo 

por delitos contra la 

libertad sexual de 

estudiantes. 

2. ¿Considera que tal medida reduce o elimina el riesgo de la 

reiteración delictiva en el centro educativo de la víctima, 

mientras se realiza la investigación? 

3. Permitir que la víctima en su centro educativo pueda tener 

contacto con su presunto agresor, ¿Considera que podría 

conllevar a que se retracte de su denuncia o que se niegue a 

colaborar con las investigaciones? 

 

Tabla 3.- Preguntas relacionadas a los objetivos e hipótesis específicas 

Preguntas Objetivos 

Específicos 

4. ¿Solicita la suspensión temporal en el cargo del agresor por 

delitos contra la libertad sexual de estudiantes? 

Objetivo 

Específico 1 

5. ¿Resulta proporcional respecto del derecho al trabajo del 

presunto agresor solicitar la suspensión temporal en el cargo? 
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6. ¿Considera que la suspensión temporal en el cargo es 

inconstitucional? 

Evaluar la 

prevalencia del 

interés superior del 

niño frente al 

derecho al trabajo 

del agresor. 

7. ¿Qué considera menos lesivo, exponer a la víctima a compartir 

espacios en su centro educativo o suspender en el cargo a su 

presunto agresor?, teniendo en cuenta que el trabajador en 

caso de ser absuelto puede demandar la indemnización 

respectiva para percibir las remuneraciones no pagadas. 

 

 

8. ¿Considera pertinente solicitar esta medida de coerción a nivel 

de investigación preliminar?, de ser afirmativa su respuesta, 

¿Qué presupuestos deben cumplirse para solicitar dicha 

medida de coerción a nivel de diligencias preliminares? 

Objetivo 

Específico 2 

Analizar la 

procedencia de la 

suspensión 

temporal en el 

ejercicio del cargo 

en diligencias 

preliminares. 

9. Para solicitar la suspensión temporal en el cargo en diligencias 

preliminares, ¿Qué grado de sospecha debe existir? 

 

De las respuestas brindadas por los entrevistados, en torno al objetivo general, la 

mayoría de los fiscales y abogados litigantes manifiestan que, si resulta pertinente 

solicitar la suspensión en el ejercicio del cargo por delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes; asimismo, consideran que tal medida reduce o elimina el riesgo de la 

reiteración delictiva, ya que según responden el estudiante al compartir espacios en 

su institución educativa con su agresor puede ser convencido o amenazado para no 

colaborar con las investigaciones, además de que puede ser víctima de similares o 

iguales hechos delictivos por parte de su agresor; con ello, se cumple la hipótesis 

general: La suspensión temporal en el ejercicio del cargo por delitos contra la libertad 

sexual de estudiantes, es útil y necesaria para evitar la obstaculización de la 

averiguación de la verdad y la reiteración delictiva. 

Respecto a las preguntas formuladas en relación al primer objetivo específico: Evaluar 

la prevalencia del interés superior del niño frente al derecho al trabajo del agresor; en 

el caso de los fiscales la mayoría responde que no solicitan tal medida, porque piden 
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prisión preventiva o se basan en que en la vía administrativa disponga la separación 

preventiva del trabajador; con ello, se cumple la hipótesis específica 1: El fiscal debe 

solicitar la suspensión temporal en el ejercicio del cargo en aplicación del principio del 

interés superior de niño. No obstante, los fiscales y abogados litigantes consideran que 

tal medida no es inconstitucional y que resulta ser menos lesiva en comparación a 

exponer a la víctima a compartir espacios con su agresor en su institución educativa. 

Asimismo, en relación al segundo objetivo específico: Analizar la procedencia la 

procedencia de la suspensión temporal en el ejercicio del cargo en diligencias 

preliminares; la mayoría de los entrevistados respondieron que sí es pertinente solicitar 

la medida coercitiva a nivel de diligencias preliminares; además contestaron que no se 

debe considerar los niveles de sospecha, ya que tales figuras no tienen sustento 

científico, pero se debe observar los requisitos que señala el Código Procesal Penal, 

de este modo se cumple la hipótesis específica 2: Procede solicitar la suspensión 

temporal en el ejercicio del cargo de trabajadores del ámbito educativo por delitos 

contra la libertad sexual de estudiantes, en diligencias preliminares. 

Tabla 4.- Resultados de la entrevista aplicada a fiscales 

Preguntas Fiscal 1 Fiscal 2 Fiscal 3 Fiscal 4 Fiscal 5 

 
 
 
 
1 

Si resulta 
pertinente en 
salvaguarda 
del interés 
superior del 
niño y 
adolescente 
(…) 

Si es muy 
importante 
porque evitaría 
seguir 
exponiendo a 
la víctima (…) 

Considero que 
sí, las víctimas 
necesitan 
mantenerse 
distanciados 
de la persona 
que 
denunciaron 
(…)  

Considero que 
sí, porque se 
protege al 
estudiante que 
es víctima y se 
evita que 
tenga contacto 
en su centro 
de estudios 
con el 
imputado. 

Para los fines 
para alejarlo del 
lugar de los 
hechos sí, pero 
lo que se pide es 
la prisión 
preventiva. 

 
 
 
 

 
2 

Reduce el 
riesgo de la 
reiteración 
delictiva, 
porque ya no 
habría en el 
colegio el 
acercamiento 
físico por parte 

Definitivament
e que si lo 
reduce, sería lo 
mejor. 

Si, (…) se 
reducen las 
posibilidades 
que puedan 
ocurrir los 
mismos 
hechos contra 
la víctima u 
otros 

Si reduce el 
riesgo de que 
el presunto 
agresor 
cometa los 
mismos actos 
contra la 
víctima, 
incluso otros 

Obviamente que 
sí reduce el 
riesgo que se 
cometa en ese 
centro educativo, 
pero no en otros 
espacios.  
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del agresor a 
la víctima. 

estudiantes. actos de 
amenaza o 
coacción.  

 
 
3 

El contacto del 
agresor con su 
víctima 
conlleva a que 
el menor sea 
revictimizado, 
o que lo 
convenza que 
lo que 
denunció no es 
verdad, va a 
obstaculizar la 
investigación 
(…) 

Es muy 
posible, por 
temor, por las 
amenazas que 
reciba. 

Puede 
suceder, ya 
que, al ser 
expuestas a 
compartir 
espacios con 
su agresor, 
éste puede 
amenazarla o 
cometer actos 
similares 
contra esa 
persona. 

Si puede 
suceder, ya 
que al ser 
expuestas a 
compartir 
espacios con 
su agresor, 
éste puede 
convencerlas 
de no 
colaborar con 
las 
investigacione
s o 
amenazarlas 
para que no lo 
hagan. 

Claro que podría 
ser convencido, 
atemorizado 
para que cambie 
de versión, 
exponerlo a la 
víctima a tener 
contacto con su 
agresor no 
conlleva a 
proteger a la 
víctima. 

 
 
 
 
4 

Si lo solicito en 
salvaguarda 
de que el 
menor no sea 
revictimizado 
(…) 

Evaluando el 
hecho, claro 
que sí. 

No, se buscan 
adoptar otras 
medidas 
coercitivas 
como la prisión 
preventiva. 

No, se suele 
solicitar otras 
medidas como 
la prisión 
preventiva, 
además en el 
ámbito 
administrativo 
existen otros 
medios (…) 

No he solicitado, 
porque ya 
cuentan con una 
medida de 
separación en el 
proceso 
disciplinario.  

 
 
 
 
5 

Siempre y 
cuando sea 
idóneo, 
necesario y 
proporcional.  

Considero que 
sí, porque por 
encima del 
trabajose 
encuentra la 
integridad de la 
menor de 
edad. 

Considero que 
sí, como toda 
autoridad debe 
dar prioridad a 
los derechos 
de los 
menores de 
edad (…) 

Considero que 
sí, como toda 
autoridad se 
debe dar 
prioridad a los 
derechos del 
niño o 
adolescente 
(…) 

Depende de los 
elementos de 
convicción, que 
tan demostrada 
esté la acción 
atribuida, tiene 
que recaer una 
medida 
coercitiva por la 
gravedad del 
evento. 

 
 
 

 
6 

No es 
inconstituciona
l (…), además 
que el derecho 
al trabajo no 
está por 
encima del 
derecho a la 

Considero que 
no, porque si 
está motivada 
se encuentra 
dentro de los 
márgenes que 
la constitución 
establece. 

No es 
inconstituciona
l (…) 

No lo 
considero 
inconstituciona
l (…) 

No considero 
que tal medida 
sea 
inconstitucional, 
porque los 
derechos de un 
trabajador no 
son absolutos. 
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libertad sexual 
(…) 

 
 
 
 
7 

Es menos 
lesivo 
suspender en 
el cargo al 
agresor, ya 
que tengo la 
sospecha 
inicial de que 
el agresor 
penalmente es 
responsable 
(analizado el 
caso). 

(…) tiene que 
ver con los 
hechos que la 
sustentan, por 
lo que, debe 
estar 
suficientement
e motivada (…)  

Considero que 
es menos 
lesivo 
suspender en 
el cargo a 
trabajadores 
que exponer a 
la víctima. 

La suspensión 
temporal en el 
cargo es 
menos lesiva, 
ya que por el 
fin que 
persigue tal 
medida no es 
adecuado que 
la víctima sea 
aislada del 
ambiente o de 
las actividades 
que suele 
realizar (…) 

A quien tengo 
que reprimir es al 
agresor, no es 
una sanción, es 
solo una 
cuestión 
cautelar, no se 
puede aislar a la 
víctima porque 
no habría 
empoderamiento
. 

 
 
 
 
 
 
 
8 

Suficientes 
indicios de la 
comisión del 
delito y 
vinculación del 
investigado 
(denunciado) y 
peligro de que 
el investigado 
obstruya la 
investigación. 

Si, siempre que 
existan los 
siguientes 
elementos: 
Elemento de 
convicción 
suficiente que 
acrediten la 
comisión del 
delito. 
Grado de 
afectación 
psicológica. 
Posibilidad de 
perturbar la 
actuación 
probatoria. 

Si es 
pertinente, la 
situación y 
condición de la 
víctima (menor 
de edad) lo 
amerita, pero 
se debe 
cumplir con los 
supuestos del 
Código. 

Considero que 
sí, pero cada 
caso es 
diferente, por 
ello se debe 
observar la 
existencia de 
los 
presupuestos 
que establece 
el Código 
Procesal 
Penal. 

Lo primero quien 
debe actuar es la 
administración 
para separarlo, 
ya que no es 
razonable que el 
Ministerio 
Público lo solicite 
y esperar que el 
Poder Judicial lo 
autorice, el M.P 
recaba los 
medios 
probatorios para 
acusar. 

 
 

 
 
9 

Primeramente, 
la sospecha 
inicial simple 
(…) 

Un grado de 
sospecha 
grave y 
suficiente de la 
comisión del 
delito. 

Basta con que 
existan 
elementos que 
generen 
convicción de 
que el agresor 
cometió el 
delito (…) 

Respecto de 
las sospechas, 
éstas no 
deben ser 
consideradas, 
ya que son 
conceptos que 
carecen de 
sustento 
científico (…) 

Lo referido a la 
sospecha no 
tiene sustento 
científico 
respecto a ella. 

 

Tabla 5.- Resultados de la entrevista aplicada a abogados litigantes 

Preguntas Abogado 1 Abogado 2 Abogado 3 Abogado 4 Abogado 5 
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1 

Considero 
que sí, (…) 
a efectos 
que vuelven 
a ser 
violentadas 
o en su 
defecto 
reciban 
amenazas 

Si, es muy 
necesario que la 
víctima no 
retome contacto 
con su agresor, 
pues este último 
puede tomar 
medidas de 
violencia contra 
la víctima, 
poniendo en 
riesgo la 
investigación. 

Si, ya que es 
necesario 
que las 
víctimas se 
mantengan 
distanciadas 
de las 
personas que 
denunciaron 
(…) 

Si es 
pertinente a 
fin de 
brindarle 
protección al 
denunciante 
ante su 
presunto 
agresor. 

Si, es propicio 
que lo 
soliciten a fin 
de evitar que 
el estudiante 
comparta 
espacios con 
su agresor. 

 
 
 

 
 
2 

Por 
supuesto 
que sí, (…) 
con esto se 
logra evitar 
menos 
actos de 
agresión en 
contra de la 
víctima o a 
otros 
estudiantes. 

Si, justamente 
con el propósito 
de proteger a la 
víctima es que 
se solicita la 
medida, 
evitando que el 
agresor vuelva a 
reincidir sobre 
los mismos 
hechos; o, por el 
contrario, 
delinca sobre 
otras víctimas. 

Si, con esta 
medida de 
coerción el 
agresor no 
podrá ejercer 
sus labores 
en la misma 
institución 
donde 
desarrolla sus 
aprendizajes 
la víctima (…) 

En lo 
absoluto, tal 
medida de 
coerción 
evitaría poner 
en riesgo a la 
víctima y a 
otras posibles 
víctimas en el 
centro 
educativo. 

Por supuesto 
que sí, el 
contacto con 
su agresor 
puede dar 
lugar a que el 
estudiante 
sea 
manipulado, 
amenazado o 
coaccionado. 

 
 
 
 
 
 
 
3 

Es una 
posibilidad, 
ya que, al 
ser menor 
de edad son 
susceptible
s a ser 
manipulado
s, 
amenazado
s o 
agredidos. 

(…) el titular de 
la acción penal 
tiene la 
obligación de 
seguir la 
investigación; 
empero, si 
podría 
entorpecer la 
celeridad 
procesal por 
amenazas y 
otros. 

Es muy 
probable, ya 
que la víctima 
se puede ver 
expuesta a 
nuevos 
abusos, 
amenazas o 
situaciones 
que le 
generen 
algún trauma. 

Podría darse 
el caso que la 
víctima al 
encontrarse 
vulnerable 
ante su 
agresor 
podría 
sentirse 
amenazada y 
esto 
conllevaría a 
que se 
retracte. 

Si, se han 
visto casos en 
los que el 
agresor los 
amenaza o 
convence que 
los 
responsables 
son ellos 
mismos. 

 
 
 
4 

No, se 
buscan 
otras 
medidas 
como una 
prisión 
preventiva. 

De no solicitarse 
de oficio por el 
fiscal 
responsable, 
plantaría como 
parte de los 
actos 
procesales (…) 

No, se 
buscan 
adoptar otras 
medidas. 

No, se 
buscan 
adoptar otras 
alternativas. 

Si, lo 
considero 
necesario, 
aun mas 
porque el 
CPP lo 
contempla 
(…) 

 Si, porque Ningún derecho Si, los Si, las Si, porque es 
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5 

es una 
medida de 
coerción 
dada en 
protección 
de los 
menores de 
edad. 

es absoluto, el 
derecho laboral 
como derecho 
fundamental 
puede verse 
restringido si 
existen otros 
derechos 
humanos como 
el de la 
integridad de 
por medio. 

derechos de 
los menores 
de edad 
deben ser 
prioritarios, 
por ser una 
población que 
requiere un 
especial trato 
y protección. 

autoridades 
deben 
priorizar las 
medidas de 
protección al 
menor por la 
condición 
vulnerable en 
la que se 
encuentran. 

al agresor a 
quien hay que 
reprimir, lo 
que se debe 
evitar que 
suceda con la 
víctima, pues 
ésta no puede 
ser aislada de 
su ámbito 
educativo. 

 
 
 
 
 
 
6 

No, porque 
es una 
medida de 
coerción 
dada en 
protección 
de menores 
de edad. 

(…), hay que 
considerar que 
la 
proporcionalida
d de la 
separación se 
da bajo e criterio 
del interés 
superior del niño 
y de la 
protección de la 
víctima. 

No es 
inconstitucion
al, ya que a la 
fecha no ha 
sido 
observada, 
por lo tanto, 
sería una 
medida válida 
y 
constitucional
. 

No considero 
que sea 
inconstitucion
al, (…) son 
amparadas 
en la 
Constitución. 

No es 
inconstitucion
al, ya que el 
derecho al 
trabajo es el 
que se ve 
limitado y 
éste no es 
absoluto. 

 
 
 
 
 
7 

Considero 
que es 
menos 
lesivo la 
separación 
temporal en 
el cargo, en 
caso se 
demuestre 
su 
inocencia 
puede 
demandar 
en la vía 
civil. 

Entendiendo 
que hay una 
investigación de 
por medio, en 
donde se han 
vulnerado 
libertades 
sexuales de un 
“menor”, 
ponderando 
constitucionalm
ente, el derecho 
al trabajo no 
está por encima 
de la protección 
de la integridad 
de un menor. 

Es menos 
lesiva la 
suspensión 
temporal en 
el cargo, en 
comparación 
con la 
protección 
que necesita 
la víctima con 
respecto a 
estos delitos 
(…) 

Si considero 
menos lesiva 
a diferencia 
del tipo de 
tratamiento 
que debe 
recibir el 
menor como 
víctima (…) 

Lo menos 
lesivo es que 
se suspenda 
en el cargo, lo 
cual puede 
ser 
subsanado 
con una 
demanda de 
indemnizació
n por las 
remuneracion
es que no se 
percibieron, 
siempre que 
sea absuelto. 

 
 
 
 
 
 
8 

Considero 
que sí, pero 
cada caso 
es diferente 
por lo que el 
fiscal debe 
evaluar que 
converjan 
los 

El fiscal está en 
la obligación de 
solicitar la 
medida según la 
norma, (…), el 
único 
presupuesto 
con mayor 
importancia que 

Si, pero debe 
evaluarse 
detenidament
e que se 
encuadren 
los 
presupuestos 
señalados en 
el Código 

Considero 
que es 
pertinente 
solicitar esta 
medida de 
coerción, 
previa 
evaluación de 
cada caso. 

Si es 
pertinente, 
siempre que 
se cumplan 
con los 
presupuestos 
establecidos 
en el art. 297 
del CPP. 



 

 27 
 

presupuest
os 
señalados 
en el código 
Procesal 
Penal. 

debe cumplirse 
es el riesgo o 
peligro 
inmediato que 
atraviesa la 
víctima. 

Procesal 
Penal. 

 
 
 
 
 
 
9 

Considero 
que debe 
existir la 
sospecha 
suficiente. 

(…) debe 
aplicarse la 
“sospecha 
simple”, 
considerando 
además que 
estamos en 
diligencias 
preliminares. 

(…), 
considero 
que por el tipo 
de medida 
que no es tan 
restrictiva, en 
estos casos 
se puede 
considerar 
sospecha 
suficiente. 

Dado por el 
tipo de 
medida al no 
ser tan 
restrictiva se 
puede 
considerar 
sospecha 
suficiente. 

Sobre las 
sospechas no 
es relevante, 
(…) existan 
suficientes 
elementos 
que generen 
convicción 
sobre la 
comisión del 
delito (…) 

 

Del análisis realizado a las diez carpetas fiscales sobre delitos contra la libertad sexual 

en agravio de estudiantes, se concluye que los titulares de la acción penal no 

solicitaron la suspensión temporal en el cargo de los imputados, sin embargo, de las 

respuestas brindadas a la entrevista, consideran pertinente dicha medida coercitiva 

por ser útil y necesaria, porque permite proteger a la víctima de su agresor, evitando 

que sea amenazada o convencida para no contribuir en las investigaciones, aunado a 

ello, existe la posibilidad de que en el centro educativo puedan ocurrir hechos similares 

o iguales en su agravio. Además, teniendo en cuenta la condición de la víctima, se 

debe dar prioridad al interés superior del niño, principio que es reconocido a nivel 

internacional y nacional, por lo que, ante cualquier situación en la que esté inmerso un 

menor de edad, toda autoridad está en la obligación de resolver de modo más 

favorable para éste, aunado a ello, de acuerdo a la Teoría de los límites, los derechos 

no son ilimitados, sus parámetros están determinados por los demás derechos, es ahí 

donde intervienen los operadores  jurídicos para fijar sus límites respecto a otros; en 

el caso materia de la presente investigación los jueces deben ponderar el interés 

superior del niño y el derecho al trabajo, deduciendo de esta investigación que tal 

principio prevalece frente al derecho laboral, por lo que, este último si se puede ver 

limitado en su ejercicio. 
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El método de investigación de tipo aplicado, permitió que los conocimiento teóricos 

sobre la suspensión de derechos, principio superior del niño, derecho al trabajo, delitos 

sexuales y otros, sean empleados en los instrumentos de recolección de información, 

concluyéndose que es necesario que el fiscal solicite la suspensión en el ejercicio del 

cargo, prevista en nuestra legislación como una medida coercitiva que resulta menos 

lesiva en comparación con otras; tratándose de delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes, en los que el imputado sea personal directivo, docente o administrativo 

que labora en la misma institución educativa donde estudia la víctima; debido a que, 

se debe proteger a la víctima de su agresor, sin alterar el entorno en el que realiza sus 

actividades, evitando que sea expuesta a amenazas o similares hechos delictivos; 

lográndose determinar la utilidad de dicha medida, respecto a que evita la reiteración 

delictiva en el ámbito educativo, con ello se consiguió alcanzar el objetivo general de 

esta investigación. Ahora, sobre los objetivos específicos, se concluye que el interés 

superior de niño prevalece ante el derecho al trabajo, tal como se evidencia de las 

respuestas brindadas por los entrevistados, tanto fiscales y abogados litigantes; 

además de que tal medida de coerción puede solicitarse a nivel de diligencias 

preliminares con la debida observación de los requisitos señalados en el Código 

Procesal Penal. 

Si bien, algunos fiscales señalan que no solicitan tales medidas porque en el ámbito 

administrativo existen otros mecanismos; sin embargo, se debe tener en cuenta que 

el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia se ha pronunciado aduciendo que 

lo resuelto en el ámbito administrativo disciplinario es independiente del resultado del 

proceso penal, ya que se tratan de diferentes procesos. Al margen de ello, la ley faculta 

al fiscal poder solicitar la suspensión preventiva de derechos, con la finalidad de evitar 

la reiteración delictiva o la obstaculización de la averiguación de la verdad. 

Además, los mecanismos previstos en el ámbito administrativo que pueden dictarse 

mientras duran las investigaciones, tienen limitaciones porque solo contemplan la 

reubicación del imputado, lo que no resulta beneficioso para el Estado, ya que éste 

continuará percibiendo sus remuneraciones por realizar labores administrativas, 
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dejando existente la necesidad en la institución educativa; la cual es difícil de 

coberturar por la falta de presupuesto que existe a nivel nacional para atender las 

diversas necesidades en el sector educación. Por ello, lo idóneo es que el fiscal solicite 

la suspensión de derechos cumpliéndose los requisitos previstos en la ley, para que el 

juez no tenga motivo para denegar tal solicitud, y pueda hacer prevalecer el interés 

superior del niño en sus decisiones otorgándose la suspensión temporal en el ejercicio 

del cargo del imputado a fin de proteger a la víctima en el ámbito educativo. 
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V. CONCLUSIONES 

5.1. Los fiscales a cargo de las investigaciones de delitos sexuales contra 

estudiantes en la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Mariscal Cáceres, no 

solicitan la suspensión temporal en el cargo de los imputados, a pesar de 

considerarla necesaria y útil para proteger a la víctima mientras duren las 

investigaciones, ya que reduce o elimina el riesgo de la reiteración delictiva en 

agravio de la víctima o de otros estudiantes en las instituciones educativas. 

5.2. El interés superior del niño prevalece ante cualquier situación en la que se vean 

involucrados menores de edad, es decir, tienen prevalencia sobre el derecho al 

trabajo del imputado, teniendo en cuenta que los derechos no son ilimitados, 

éste último en caso de resultar absuelto de los cargos puede demandar la 

indemnización por las remuneraciones dejadas de percibir. 

5.3. La suspensión temporal en el ejercicio del cargo por delitos sexuales cometidos 

en agravio de estudiantes, procede durante las diligencias preliminares siempre 

que se cumplan con los requisitos previstos en el Código Procesal Penal, 

referido a la vinculación del imputado con el hecho delictivo atribuido y la 

existencia del peligro concreto de obstaculización de la investigación o 

reiteración delictiva. 

5.4. Los fiscales deben solicitar la suspensión temporal en el cargo, teniendo en 

cuenta los pronunciamientos del Tribunal Constitucional respecto a que el 

resultado de las investigaciones en el ámbito penal son independientes de las 

investigaciones administrativas disciplinarias; aunado a ello, en muchos casos 

los mecanismos previstos en el ámbito administrativo para alejar al imputado 

del centro educativo no son aplicados por las autoridades administrativas, aún 

más estás no resultan eficaces porque generan recursos económicos 

adicionales a la entidad para coberturar la necesidad que dejan en la institución 

educativa, en la mayoría de casos no son atendidos por el déficit presupuestal 

que existe en el sector educación.  
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VI. RECOMENDACIONES 

6.1. A los fiscales que investigan delitos contra la libertad sexual de estudiantes, en 

mérito al interés superior del niño deben adoptar todas las medidas necesarias 

para proteger a las víctimas de su agresor en su centro educativo, entre ellas, 

solicitar la suspensión preventiva de derechos, en su modalidad de suspensión 

temporal en el ejercicio del cargo. 

6.2. A los abogados litigantes y entidades que defiendan los derechos de 

estudiantes que hayan sido víctimas de delitos sexuales por parte de un 

trabajador de la institución educativa, instar al titular de la acción penal para que 

solicite al órgano jurisdiccional competente la suspensión de derechos.  

6.3. A los operadores jurídicos promover la aplicación del principio del interés 

superior del niño en todas las situaciones en las que se encuentren involucrados 

menores de edad, ya que por su condición requieren de la protección del Estado 

para garantizar el ejercicio pleno y respeto de sus derechos. 

6.4. A los representantes de las Unidades de Gestión Educativa Local soliciten a los 

fiscales la suspensión de derechos, para proteger a los estudiantes que forman 

parte de la comunidad estudiantil de la institución educativa que representan.  
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Anexo I: Matriz de Consistencia  

Ámbito 
temático 

Problema de 
investigación 

Formulación del 
problema 

Objetivo general Objetivos específicos Categorías Subcategorías 

 
 
 
 
 
Derecho 
procesal 
penal 

 
La reiteración 
delictiva en 
agravio de 
estudiantes 
víctimas de 
delitos contra la 
libertad sexual 
por no solicitar la 
suspensión 
temporal en el 
ejercicio del 
cargo. 

 
¿De qué manera la 
suspensión temporal 
en el ejercicio del 
cargo por delitos 
contra la libertad 
sexual de estudiantes 
en Mariscal Cáceres, 
evitaría la reiteración 
delictiva en agravio 
de las víctimas? 

 
Determinar la 
utilidad de la 
suspensión 
temporal en el 
ejercicio del cargo 
por delitos contra 
la libertad sexual 
de estudiantes. 
 

Evaluar la prevalencia 
del interés superior del 
niño frente al derecho al 
trabajo de los agresores 
por delitos contra la 
libertad sexual de 
estudiantes 

 
 
Suspensión 
de derechos 

Elementos 
probatorios 

Peligro concreto 

Analizar la 
procedibilidad de la 
suspensión temporal en 
el ejercicio del cargo en 
diligencias preliminares. 

 
Delitos contra 
la libertad 
sexual 

Violación sexual  

Acoso sexual 

 
Chantaje 
sexual 

Reiteración 
delictiva  

Interés superior 
del niño 

Derecho al 
trabajo 
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Anexo II: Matriz de Categorización Apriorística  

Título: Suspensión temporal en el ejercicio del cargo por delitos contra la libertad sexual de estudiantes en 

Mariscal Cáceres, 2018 - 2022. 

Formulación del problema Objetivos Hipótesis 
Técnica e 

Instrumentos  

Problema general 

¿La omisión del fiscal al no solicitar la 

suspensión temporal en el ejercicio del 

cargo, trae como consecuencia la 

desprotección de la víctima frente a su 

agresor? 

 

 

Problemas específicos: 

¿Por qué debe solicitar el fiscal la 

suspensión de derechos tratándose de 

delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes? 

 

¿Procede solicitar la suspensión 

temporal en el ejercicio del cargo en 

diligencias preliminares? 

 

Objetivo general 

Determinar la utilidad de la suspensión 

temporal en el ejercicio del cargo por 

delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes. 

 

 

 

Objetivos específicos 

Evaluar la prevalencia del interés superior 

del niño frente al derecho al trabajo del 

agresor. 

 

 

Analizar la procedencia la procedencia de 

la suspensión temporal en el ejercicio del 

cargo en diligencias preliminares. 

Hipótesis general 

Hi: La suspensión temporal en el ejercicio del 

cargo por delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes, es útil y necesaria para evitar la 

obstaculización de la averiguación de la verdad y 

la reiteración delictiva. 

 

 

Hipótesis específicas  

H1: El fiscal debe solicitar la suspensión temporal 

en el ejercicio del cargo en aplicación del 

principio del interés superior de niño. 

 

 

H2: Procede solicitar la suspensión temporal en 

el ejercicio del cargo de trabajadores del ámbito 

educativo por delitos contra la libertad sexual de 

estudiantes, en diligencias preliminares. 

Técnica 

La técnica a 

emplear en el 

estudio es el 

análisis documental 

y la entrevista a 

aplicar a fiscales y 

abogados litigantes. 

 

Instrumentos 

El instrumento a 

emplear es Guía de 

análisis documental 

y la Guía de 

Entrevista. 

 

 

Tipo y diseño de investigación Población y muestra Categorías y subcategorías hipótesis 
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Investigación tipo no experimental con 

enfoque cualitativo, con un diseño 

descriptivo y crítico.  

 

 

 

Población  

La población objeto de estudio, estará 

constituida por la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Mariscal Cáceres, 2018 – 

2020, además de abogados litigantes.  

  

Muestra 

La muestra del estudio estará conformada 

por 5 fiscales, 5 abogados litigantes y 10 

carpetas fiscales sobre delitos contra la 

libertad sexual de estudiantes, 

pertenecientes a la Fiscalía Penal 

Corporativa de Mariscal Cáceres. 

Categorías subcategorías   

Suspensión de 

derechos 

Elementos probatorios  

Peligro concreto  

Delitos contra la 

libertad sexual 

Violación sexual  

Acoso sexual 

Chantaje sexual 

Efectos 

Reiteración 

delictiva  

Interés superior del niño 

Derecho al trabajo 

Protección de la víctima 
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Anexo III: Instrumentos de recolección de datos – Guía de Entrevista 
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Anexo IV: Instrumentos de recolección de datos - Guía de Análisis de 

Documentos  
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Anexo V: Solicitud de Permiso y Autorización para realizar la investigación 
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Anexo VI: Informe de validación de Instrumentos de Recolección de Datos 
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